
TRIBUNAL ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO 
CENTRAL. COMENTARIO A LA RESOLUCIÓN 
3257/2020, DE13 DE DICIEMBRE DE 2022 

Gabinete de Estudios de AEDAF 

Procedimiento tributario. Procedimiento de recaudación. Interrupción de la 
prescripción del derecho a declarar la responsabilidad solidaria establecido 
en el art. 42.2.a) de la LGT. 

En aplicación de la reciente doctrina del Tribunal Supremo (STS de 14 de 
octubre de 2022) el TEAC cambia el criterio mantenido en anteriores resolucio-
nes y determina que existe un plazo de 4 años para declarar la responsabilidad 
solidaria, plazo que no se interrumpe por las actuaciones de cobro seguidas 
frente al deudor principal u otros responsables ya declarados. Tampoco queda 
interrumpido dicho plazo de prescripción por la declaración de concurso del 
deudor principal, teniendo en cuenta lo dispuesto en los preceptos aplicables al 
caso. 

Fundamentos de derecho 

TERCERO. - El acuerdo de responsabilidad impugnado fue dictado en base a 
lo establecido en el artículo 42.2 a) de la LGT, que establece: 

También serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pen-
diente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran 
podido embargar o enajenar por la Administración tributaria, las siguientes per-
sonas o entidades: 

a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de bie-
nes o derechos del obligado al pago con la finalidad de impedir la actuación de 
la Administración tributaria. 

Conforme al acuerdo de responsabilidad, el acto de ocultación tuvo lugar en 
la fecha de otorgamiento de escritura de 07/10/2013, por la que TW S.L. vendió 
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la Finca número... del Registro de la Propiedad número ocho de..., a las entida-
des XZ S.A. y QR S.L., por un precio precio total de... de euros más el IVA corres-
pondiente, sin que se haya acreditado en el expediente el pago del precio acor-
dado, no desvirtuada esta conclusión en las alegaciones formuladas en el pro-
cedimiento de responsabilidad. 

Previamente al análisis de la concurrencia o no del presupuesto de la res-
ponsabilidad, debe examinarse si al tiempo de notificarse al ahora reclamante 
la comunicación de inicio del procedimiento de responsabilidad solidaria, 
estaba o no prescrito el derecho de la Administración para declararle respon-
sable, ya que conforme al artículo 41.5 párrafo primero de la LGT: 

5. Salvo que una norma con rango de ley disponga otra cosa, la derivación de 
la acción administrativa para exigir el pago de la deuda tributaria a los respon-
sables requerirá un acto administrativo en el que, previa audiencia al interesado, 
se declare la responsabilidad y se determine su alcance y extensión, de confor-
midad con lo previsto en los artículos 174 a 176 de esta ley. Con anterioridad a 
esta declaración, la Administración competente podrá adoptar medidas caute-
lares del artículo 81 de esta ley y realizar actuaciones de investigación con las 
facultades previstas en los artículos 142 y 162 de esta ley. 

La LGT regula la institución de la prescripción en Título II, Capítulo IV, sec-
ción 3« (artículos 66 a 70). 

(• •) 

Este Tribunal en la resolución de 21/07/2016 dictada en el recurso extraor-
dinario de alzada para la unificación de criterio con RG 00-2288-2016, estable-
ció, entre otros, el siguiente criterio con la calificación de doctrina: 

(••) 

3. (...) Por lo tanto, no puede establecerse diferencia alguna, a los efectos 
regulados sobre la interrupción de la prescripción del actual 68.8 LGT, entre un 
responsable declarado y un responsable no declarado, puesto que ambos igual-
mente han incurrido en el supuesto de hecho determinante de la responsabili-
dad, si bien, respecto del segundo de ellos aún no se ha dictado la acción de 
declaración de responsabilidad para liquidar la deuda que le corresponda, pero 
la interrupción del plazo de prescripción para el deudor principal o para otros 
obligados al pago implica también la interrupción del plazo de prescripción para 
los responsables solidarios. 

No obstante deben tenerse en cuenta los criterios recogidos en la sentencia 
de 14/10/2022 número 1308, recurso 6321/2020, dictada por la sección 2 de la 
sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo. El caso versa sobre un acuerdo de 
declaración de responsabilidad solidaria en que el Tribunal Superior de Justicia 
de Instancia había declarado prescrito el derecho de la Administración para 
declarar la responsabilidad al haber trascurrido más de cuatro años desde el 
inicio del cómputo del plazo de prescripción cuya fijación es el objeto de la doc-
trina de la sentencia del Tribunal Supremo, pero que igualmente recoge la natu-
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raleza del acto de declaración de responsabilidad distinguiéndolo de la exigen-
cia del pago de la responsabilidad ya declarada. Así en los Fundamentos de 
Derecho de la sentencia del Tribunal Supremo se consigna lo siguiente: 

(••) 

QUINTO. - Consideraciones jurídicas que ofrece el caso y que expresa este 
Tribunal Supremo para formar doctrina. 

(••) 

3.- La primera precisión que se impone aquí es que, en ambas versiones del 
precepto legal, se parte de un presupuesto conceptual bastante impreciso, 
pues: a) el artículo 67 LGT, en su conjunto, es la especificación del precedente 
artículo 66 LGT, relativo a cada uno de los supuestos de prescripción de dere-
chos —en realidad, potestades o facultades, en el caso de la Administración— en 
cuanto al momento en que tales plazos cuatrienales comienzan a compu-
tar; b) sin embargo, la facultad, tanto para declarar la responsabilidad tributaria 
en sus diversas modalidades como la que autoriza para exigir el pago de la deuda 
surgida de tal declaración, no encuentra correlato directo en ninguno de los 
casos tipificados numerus clausus en el artículo 66 LGT, pues es una acción de 
naturaleza distinta o, al menos, no fácilmente encuadrable en ninguna de las 
hipótesis de dicha norma; c) pese a que el art. 67 LGT hable, con carácter general, 
de «plazo... para exigirla obligación de pago a los responsables solidarios», en 
realidad expresa con escaso rigor que acomete la prescripción extintiva —pre-
sunción iuris et de iure de abandono de la acción o facultad de la Administración 
para determinar la deuda derivada—, acto declarativo imprescindible para exigir 
su importe al previamente declarado responsable, como deriva de nuestra doc-
trina, que refleja la sentencia impugnada. 

De no ser así la interpretación lógica del precepto, la ley habría prescindido 
por completo de esta singular modalidad prescriptiva, pues en ningún otro 
pasaje de la ley se prevé la prescripción de la facultad de declarar al responsable 
solidario su obligación de pago de las deudas tributarias junto al deudor princi-
pal. Esto es, rectamente entendido, el precepto se refiere al dies a quo del plazo 
de prescripción que establece el art. 66.a) —no el b)— de la LGT. 

(••) 

9.- Como hemos dicho repetidamente, la índole de esta categoría englobada 
en las variedades del art. 42.2 LGT es distinta de la determinante de las demás 
clases de responsabilidad, solidaria o subsidiaria, que anudan la obligación, a 
título de responsabilidad, a la conducta observada en el nacimiento, cumpli-
miento o infracción de la obligación principal. 

Siendo unas y otras, pues, de diferente naturaleza —como lo prueba, de modo 
inexorable, la existencia del límite o alcance máximo de la responsabilidad eco-
nómica, ceñida al valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embar-
gar—, es lógico y comprensible que se prevea para ella una norma especial en 
materia de prescripción extintiva, en lo atinente al dies a quo, que lo sitúe en el 
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momento de celebración o realización de tales negocios traslativos que se repu-
tan elusorios o evasivos del patrimonio del deudor principal, conforme ala cual 
se desencadenen, per se y sin necesidad de estar atentos a las vicisitudes de las 
actuaciones dirigidas a declarar la deuda tributaria imputable al obligado prin-
cipal, un cómputo que, por lo demás, es respetuoso con el principio de la actio 
nata, pues son tales negocios evasores a los que ha de atenderse al efecto. 

Este principio de la actio nata, cabe añadir, no solo protege al sujeto jurídico, 
en el ejercicio de sus derechos y acciones, de aquellos hechos o actos que des-
conoce y que, conforme a esta teoría o doctrina, no podrían fundamentar una 
presunción de abandono, sino que, en un sentido contrario o inverso, impide 
también, desde la perspectiva del principio de buena fe, prolongar el derecho 
—y, en caso de poderes públicos, hacerlo más allá del límite legal contado desde 
el nacimiento de la acción— para supeditar a la voluntad del órgano administra-
tivo el arranque y consumación del plazo prescriptivo, que es la consecuencia 
que deriva de la tesis esgrimida en el escrito de interposición del recurso de 
casación. 

10.- Por lo que respecta a la mención que suscita el recurso de casación 
al art. 68.8 LGT —en realidad, la referencia debió hacerse al apartado 7° del 
mismo artículo, que es el original y, por ende, el aquí en teoría aplicable 
ratione temporis—, nuestra jurisprudencia, plasmada en la sentencia, ya 
reproducida en lo necesario de 19 de noviembre de 2015 (recurso de casación 
n.° 3727/2014) que invoca la propia Administración en su escrito de contes-
tación, excluye expresamente dicha posibilidad, en los siguiente términos: 

«[...] si todas las actuaciones frente al deudor principal u otros responsables 
interrumpen la prescripción, incluso antes del acuerdo de derivación de res-
ponsabilidad, la referencia a la prescripción de forma autónoma del respon-
sable carecería de sentido pues no se lograría entender qué efectos tendría fijar 
un dies a quo para la prescripción del responsable si cualquier actuación efec-
tuada frente al obligado principal, incluso antes de la propia declaración de 
responsabilidad, interrumpe la prescripción de aquél. La extensión al respon-
sable sólo puede operar una vez que ya ha sido declarado formalmente respon-
sable, pues hasta dicho instante no es responsable, y no puede, por tanto, pagar 
la deuda. No existe declaración de responsabilidad que determine su alcance y 
extensión, por lo que no puede pretender exigir la responsabilidad en relación 
a un sujeto que no ha sido declarado obligado al pago». 

En otras palabras, puesto que la declaración de responsabilidad solidaria a 
que se refiere el art. 68.7 LGT, en su versión inicial, tuvo lugar con posterioridad 
a los pretendidos actos interruptivos referidos al obligado tributario que la 
Administración pretende hacer valer, no cabe que puedan ser válidamente esgri-
midos para prolongar la prescripción más allá de donde lo hace el art. 67.2 LGT. 
Aparentemente, tal como es entendida la norma por la Administración, el art. 
68.8 actual haría innecesaria la norma específica del art. 67.2 LGT, teniendo en 
cuenta, además, que ésta no regula la interrupción de la prescripción, sino el 
dies a quo de inicio del cómputo del plazo de la prescripción extintiva, que es 
algo sustancialmente distinto. 
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Aun así, cuando el art. 68.8 LGT, y su antecesor el art. 68.7, de misma expre-
sión, afirman que «[...] interrumpido el plazo de prescripción para un obligado 
tributario, dicho efecto se extiende a todos los demás obligados, incluidos los 
responsables», tal mandato solo puede rectamente dirigirse frente a los ya 
declarados responsables, momento en que adquieren la condición de obligados 
tributarios -art. 35.5 LGT—, de suerte que de no aceptarse tal premisa, jugaría 
aquí, como en la tesis administrativa, una extensión del concepto a quien todavía 
no ostenta tal carácter, y no precisamente para interrumpir la prescripción, sino 
para establecer el dies a quo del cómputo de los cuatro años. 

Todo ello viene lastrado por una deficiente técnica normativa, de que la 
Administración, como promotora de la iniciativa legislativa, no puede obtener 
ventaja alguna, la de que el art. 68 LGT, tras singularizar, en los apartados 1 a 4, 
la prescripción sobre cada una de las modalidades de derechos o acciones que 
prescriben, regula una especie de reglas comunes. En cuanto a esta extraña 
disposición, el art. 68.8 LGT, parece solo referida, dada su redacción, a la pres-
cripción de la acción de cobro frente al ya declarado responsable, no frente a 
quien aún no lo es, que no sería aludido como tal en caso de que estuviéramos 
ante la interrupción del plazo para declararla responsabilidad, por lo que, pese 
a la opinión procesal de la Administración, aún no cabe hablar, en sentido propio, 
ni de responsables, ni de obligados tributarios por ese título. 

11.- Finalmente, la tesis que propugna el recurso de casación y que conside-
ramos, con todo el respeto, desacertada, en cierta medida supedita el comienzo 
del plazo de prescripción a la voluntad de la Administración, en tanto ensancha 
temporalmente el ejercicio de sus potestades, pues éste quedaría prolongado 
—aun pese al conocimiento de la existencia de los negocios jurídicos que se repu-
tan evasores del patrimonio—, sin depender de tales hechos o, en otras palabras, 
desde que nació la acción para perseguir la elusión o sustracción, sino de lo que 
tardase en demorarse el establecimiento de la obligación tributaria cuya finali-
zación del plazo de pago en período voluntario del deudor principal sitúa el 
legislador el inicio del cómputo, en la tesis esgrimida aquí - por la Administración. 

SEXTO.- Jurisprudencia que se establece sobre la interpretación del artículo 
67.2 LGT en su redacción originaria, aplicable al asunto. 

Seleccionada la norma aplicable al caso, la indicada en la rúbrica de este 
fundamento, y advertido que la más tarde establecida, en la Ley 7/2012, no posee 
alcance solo aclaratorio ni interpretativo del contenido de aquélla a la que viene 
a sustituir, sino que es sustancialmente correctora de su regulación y, en todo 
caso, agravatoria o desfavorable para el interesado —por lo que, fuera interpre-
tativa o aclaratoria o rebasase ese carácter, no puede operar como fórmula para 
inferir el sentido y finalidad de una norma anterior, aplicable al caso, más favo-
rable; y clara y precisa en su regulación, por prohibirlo el art. 9.3 CE—, la doctrina 
que se establece al caso es la que a continuación sigue: 

El dies a quo del plazo de prescripción de la potestad de la Administración 
para exigir el pago de las deudas tributarias a los responsables solidarios por 
estar incursos en la causa legal del art. 42.2 LGT —expresión legal, la de exigir 
el pago, que comprende el plazo para declarar la responsabilidad solidaria—
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comienza a correr desde que ocurran los hechos que constituyan el presupuesto 
de tal responsabilidad, esto es, desde que los actos de transmisión u ocultación 
tuvieron lugar, con independencia del momento en que tenga lugar la declara-
ción relativa a la obligación principal de la que aquélla es subordinada. 

Lógica consecuencia de lo expuesto es que, en el caso que nos ocupa, habían 
transcurrido con creces los cuatro años desde la celebración de los actos de 
transmisión patrimonial que constituían el presupuesto de la responsabilidad, 
actos, por lo demás, documentados en instrumentos públicos que la Adminis-
tración no niega haber conocido o podido conocer, hasta el inicio del procedi-
miento de declaración de responsabilidad. Por tanto, la sentencia de instancia, 
al considerar prescrita la acción de la Administración, es acertada y debe ser 
confirmada, con declaración de no haber lugar al recurso de casación promovido 
contra ella por la Administración General del Estado. 

Debe entenderse, finalmente, que la interpretación efectuada que da lugar a 
nuestra doctrina se limita a la versión inicial del art. 67.2 LGT y a los casos regidos 
por ella, de modo que no prejuzga lo que pudiéramos, eventualmente, sostener a la 
hora de afrontar el dies a quo en casos regidos por la norma que está vigente a partir 
de la Ley 7/2012, pues lo único que hemos avanzado, en relación con el contenido de 
ésta, es que no puede ser tildada de disposición aclaratoria o interpretativa de la 
primera versión, puesto que la corrige sustantivamente de modo perjudicial para el 
tardíamente declarado responsable solidario, sin que ello delimite las facultades de 
este Tribunal Supremo para interpretarla versión actualmente vigente, si accediese 
a la casación un asunto en que tal cuestión pudiera suscitarse. 

(-) 

De acuerdo con esta sentencia, existe un plazo de prescripción de cuatro 
años para declarar la responsabilidad solidaria sin que las actuaciones de cobro 
realizadas frente al deudor principal u otros ya declarados responsables, inte-
rrumpan el plazo de prescripción para declarar la responsabilidad. 

Por otra parte, respecto al hecho de que la deudora principal fuera declarada 
en concurso de acreedores, debe tenerse en cuenta la Disposición Adicional 
Octava de la LGT establece: «Lo dispuesto en esta ley se aplicará de acuerdo 
con lo establecido en la legislación concursa] vigente en cada momento». En el 
caso que nos ocupa, la normativa aplicable a la interrupción de la prescripción 
es la vigente en la fecha del auto de declaración de concurso, 04/11/2013. En 
concreto, la L.C. (Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal), en la última redacción 
del artículo 60 disponía: 

Artículo 6O. Interrupción de la prescripción. 

1. Desde la declaración hasta la conclusión del concurso quedará interrum-
pida la prescripción de las acciones contra el deudor por los créditos anteriores 
a la declaración. 

2. La interrupción de la prescripción no perjudicará a los deudores solidarios, 
así como tampoco a los fiadores y avalistas. 
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3. Desde la declaración hasta la conclusión del concurso quedará interrum-
pida la prescripción de las acciones contra socios y contra administradores, 
liquidadores y auditores de la persona jurídica deudora. 

También quedará interrumpida la prescripción de las acciones cuyo ejercicio 
quede suspendido en virtud de lo dispuesto en esta ley. 

4. En el supuesto previsto en los apartados anteriores, el cómputo del plazo 
para la prescripción se iniciará nuevamente, en su caso, en el momento de la 
conclusión del concurso. 

De este precepto se deduce que el auto de declaración de concurso inte-
rrumpe la prescripción frente al concursado, pero no a los deudores solidarios, 
fiadores y avalistas. 

Por otro lado, del artículo 68 de la LGT se desprende que el auto de declara-
ción de concurso interrumpe el plazo de prescripción del derecho a recaudar, 
por lo que conforme a lo señalado anteriormente no afecta al derecho a declarar 
la responsabilidad, por lo que tampoco es aplicable al responsable no declarado 
la interrupción de la prescripción recogida en el artículo 68.7 de la LGT al seña-
lar «Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración 
de concurso del deudor...». 

En conclusión, el plazo de prescripción del derecho a declarar la responsa-
bilidad solidaria no se interrumpe por las actuaciones de pago realizadas frente 
al deudor principal u otros obligados ya declarados, ni tampoco queda suspen-
dido por la declaración de concurso del deudor principal. 

En el caso que nos ocupa, el interesado fue declarado responsable solidario 
en base a lo establecido en el artículo 42.2 a) de la LGT por ser causante o cola-
borador en la ocultación, que en el acuerdo ahora impugnado considera reali-
zada el día 07/10/2013. Siendo que las deudas objeto de derivación proceden de 
un acuerdo de responsabilidad dictado a la deudora principal el día 08/10/2013, 
notificado el día 20 siguiente, el período voluntario de pago finalizó el día 
05/12/2013, fecha posterior al acto de ocultación, por lo que conforme al artículo 
67.2 de la LGT el plazo de prescripción para declarar la responsabilidad solidaria 
comenzó el 06/12/2013. Considerando que la comunicación de inicio del proce-
dimiento de responsabilidad fue notificada el día 06/02/2020, debe concluirse 
prescrito el derecho de la Administración para declarar al interesado respon-
sable solidario, y en consecuencia, anular el acuerdo de responsabilidad impug-
nado, sin que sea necesario pronunciarse respecto a las restantes alegaciones 
formuladas. 
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